
 

 
  

INICIATIVA QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE DESARROLLO 

SUSTENTABLE DE LA CAÑA DE AZÚCAR, A CARGO DEL DIPUTADO IRINEO MOLINA 

ESPINOZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA  

El suscrito, diputado Irineo Molina Espinoza, integrante del Grupo Parlamentario de Morena de la LXIV 

Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, 73, 

fracciones XXIX-E y XXXI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, 

fracción I, 77, 78 y demás relativos y aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta ante esta 

honorable soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 3, 8, 10, 

14, 25 y 26 de la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Planteamiento del problema  

La Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 22 

de agosto de 2005, en los casi catorce años de su entrada en vigor no ha sido objeto de reformas, sólo se tiene 

registro de una acción de inconstitucionalidad por la que la Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró 

parcialmente y con efectos limitados, inconstitucional una parte de los artículos 50, 56 y 125 de la citada ley. 

Fuera de esto, dicha ley ha permanecido sin cambios, pese a las necesidades que presenta esta agroindustria de 

la caña de azúcar, que es una de las más importantes en la vida nacional, situación que ha motivado que el 

suscrito realice una revisión de su contenido, por lo que propongo su actualización a través de reformas y 

adiciones aplicadas a los artículos 3, 8, 10, 14, 25 y 26. 

Las inquietudes que sustentan la presente iniciativa para reformar los artículos de la Ley de Desarrollo 

Sustentable de la Caña de Azúcar que han quedado señalados en el párrafo que antecede, se centran en incluir 

una serie de exigencias para las autoridades aplicadores de la norma ante la necesidad de impulsar, fomentar, 

dinamizar y fortalecer esta agroindustria que es afectada por factores como la variación de precio en el mercado 

internacional, en el ámbito nacional por las desigualdades que existen entre los productores de caña, de las 

tierras dedicadas total o parcialmente al cultivo de la caña de la misma, así como por las características de los 

ingenios que son manejados por los industriales, pero sobre todo, ante el lento avance que se tiene en la 

investigación científica y tecnológica de este agrosector. 

Una de las directrices de la cuarta transformación impulsada por el presidente Andrés Manuel López Obrador y 

Morena, es la protección y empoderamiento del sector obrero y campesino de México, fortaleciendo sus 

derechos, por ello se pretende con las presentes reformas que sirvan para empoderar a los abastecedores de 

caña, que son los destinatarios de la norma más vulnerables, brindando más potestad a la expresión de sus 

opiniones, inquietudes y en la defensas de sus derechos, con un otorgamiento de mayor peso a su participación 

en la toma de decisiones y en la participación en la elaboración del Programa Nacional de la Agroindustria de la 

Caña de Azúcar. 

Los cambios legislativos expresados resultan necesarios ante la exigencia de impulsar un verdadero desarrollo 

sustentable del agrosector de la caña de azúcar. 

Argumentos que sustentan la propuesta de reforma  

La caña de azúcar (Saccharum Officinarum) , perteneciente a la familia de las gramíneas, originaría de Asia 

donde su cultivo comenzó alrededor del año 327 antes de cristo, y cuya producción se extendió a Europa en el 



 

 
  

siglo IV de esa era, fue adoptada por culturas como la griega y romana, posteriormente por los árabes que la 

llevaron a Siria y a Egipto, en este último fue en donde se perfeccionó el proceso de refinado. 

Por lo que hace al continente Americano, la caña de azúcar llegó con los colonizadores españoles, siendo Santo 

Domingo el primer país donde se cultivó a gran escala y expandiéndose a Cuba, México y a otros países de 

América del Sur y del Caribe. 

A finales de los ochenta, más de 90 países eran productores de azúcar, por lo que hace a México, cuenta con 

más de 15 entidades federativas que producen caña de azúcar, misma que es procesada en aproximadamente 60 

ingenios, distribuidos en las zonas productoras de caña. 

Después se la segunda década del siglo pasado y hasta 1980, en nuestro país los ingenios azucareros eran 

manejados por el Estado, por lo que dicha industria estaba sumamente subsidiada y la política era errática en 

cuanto a la producción de caña de azúcar. 

En el periodo presidencial de Carlos Salinas de Gortari se propuso vender los ingenios a la iniciativa privada, 

supuestamente ante la urgencia de su modernización, por ello fueron vendidos a precios sumamente bajos a un 

pequeño grupo de empresarios, entre los que se encontraban socios de empresas refresqueras. 

Entre 1988 y 1990 la agroindustria azucarera mexicana atravesó por un exceso de oferta en el mercado interno 

por grandes volúmenes importados, así como por la desestabilización del mercado, el sobreendeudamiento y la 

cartera vencida, de igual manera, existía un limitado acceso al crédito, había un incremento de costos de 

producción y la fijación de precios era castigada hasta con un 15 por ciento por debajo del precio concertado, 

además de presentar un estancamiento en la productividad de los campos cañeros e ingenios con pérdida de 

rentabilidad, lo que dificultaba el pago de deudas y ocasionó el cierre definitivo de varios ingenios. 

En 2001, el entonces presidente Vicente Fox, tomó la decisión de estatizar 27 ingenios con costo al erario 

público, supuestamente para paliar la crisis de la industria azucarera, pero estos ingenios arrastraban 

considerables deudas en rubros como obligaciones fiscales, de seguridad social, deudas por créditos, así como 

aquellas que fueron contraídas con productores y jornaleros, que ascendían a más de 3 mil millones de dólares, 

lo que finalmente tuvo un costo fiscal de más de 19 mil millones de pesos. 

Ante esto, los sectores que integraban la industria azucarera, instancias gubernamentales y académicas 

emitieron propuestas para elevar la eficiencia, productividad y competitividad de dicha industria, conformando 

una restructuración de las bases técnicas y financieras de dicha actividad, ante la necesidad de tecnificarla y 

volverla más redituable, lo que requería de inversiones para modernizarla y abatir los costos de producción, así 

como para sostener el ritmo de la demanda interna, favorecer la rentabilidad de dicha agroindustria y para su 

exportación, principalmente a Estados Unidos de América, en conclusión, dicha agroindustria tenía que 

competir en mercados interno y externo mediante el mejoramiento de la productividad, la calidad y los precios. 

Otro aspecto que la agroindustria azucarera nacional tuvo que enfrentar, fue el de la necesidad de abatir sus 

costos para mantener permanencia en el mercado internacional y competir con edulcorantes sustitutos, cuyo 

consumo desde hace casi dos décadas ha ido en aumento. 

El 22 de agosto de 2005 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el decreto por el que se expide la Ley 

de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar, misma que se basó en iniciativas presentadas por diversos 

partidos políticos, ante la ausencia de un marco jurídico de la agroindustria que dispusiera la creación de 

instituciones y políticas públicas claras que fomentaran dicho sector. 



 

 
  

El objeto de dicha ley consiste en consolidar a la agroindustria azucarera, y normar las actividades asociadas a 

la agricultura de contrato y a la integración sustentable de la caña de azúcar, los procesos de la siembra, el 

cultivo, la cosecha, la industrialización y la comercialización de la caña de azúcar, sus productos, subproductos, 

coproductos y derivados, con la intención de convertirla en una actividad estratégica más competitiva y para 

que cuente con capacidad de operación frente a las condiciones de competencia global y a los mecanismos 

desregulatorios que establece la Ley Federal de Competencia Económica. 

La regulación de dicha agroindustria, debía cumplir el cometido de enfrentar los problemas que atravesaba, 

como lo era el cumplimiento del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) y las Cartas 

Paralelas que favorecieron la importación de jarabe de maíz de alta fructuosa y la importación de maíz amarillo 

de Estados Unidos de América para producir este jarabe en México, que generaron como consecuencia que la 

agroindustria azucarera presentara altas pérdidas por acumulación de inventarios y la colocación de azúcares en 

el mercado internacional a precios de excedentes, situación propiciada por el desplazamiento del azúcar en el 

consumo industrial nacional por este tipo de jarabe, provocando una competencia desleal tanto al ramo 

azucarero como a los maiceros mexicanos. 

Como ya hemos mencionado, desde finales de los años ochenta se han realizado diversas propuestas, estudios y 

políticas para potenciar la agroindustria azucarera, pero hay que hacer notar un aspecto que implica que en 

nuestro país, la agroindustria azucarera no se comporte de manera homogénea, ya que las condiciones en que se 

desarrolla la industria cañera y los ingenios azucareros son muy distintas, eso sin contar con la afectación que 

dicho sector ha venido sufriendo los últimos años ante el aumento del consumo de jarabe de maíz de alta 

fructosa, que es el mayor insumo de las refresqueras trasnacionales y que produce en gran escala Estados 

Unidos. 

La actividad azucarera mexicana, como sistema agroindustrial se integra por dos elementos, el campo y la 

industria, en cada uno coexisten productores de caña e industriales que cuentan con distintos elementos para la 

producción, en el aspecto agrícola, hay plantaciones en las que se implantan técnicas modernas que elevan la 

producción, pero también hay productores de menor escala cuyo rendimiento es menor y tienen elevados costos 

de producción, esta situación también se da en los ingenios, además hay que sumarle el hecho de que los dos 

subsectores se ven afectados por los altos costos por transportar el producto de los campos de cultivo a los 

ingenios. 

La producción de azúcar nacional es una actividad económica importante toda vez que dicha industria genera 

aproximadamente 930 mil empleos directos y 2.2 millones de empleos indirectos, además de que es un sector 

económico de alto impacto social que sigue enfrentando muchos problemas debido a la sobreproducción de 

azúcar a nivel mundial, lo que provoca que disminuya la exportación del producto a los mercados 

internacionales, sobre todo en el mercado de nuestro vecino del Norte Estados Unidos, además de enfrentar la 

disminución en la demanda interna debido a la satanización del azúcar por ser supuestamente causante de 

obesidad y diabetes tipo 2 y sobre todo, por la ejecución de políticas erróneas de las anteriores administraciones. 

Estos factores provocan que el precio de azúcar fluctué ampliamente según la brecha entre producción y 

consumo, los niveles de inventarios y los flujos de comercio exterior, creando incertidumbre y volatilidad en los 

precios para los consumidores de azúcar no solo en México, sino también en la región. 

Los costos de producción por toneladas de azúcar resulta similar en todos los ingenios, con excepción de 

aquellos que reportan baja productividad, pero la utilidad promedio que reciben los productores cañeros se 

encuentra condicionada a la productividad del ingenio al que abastecen, aún y cuando dicha industria genera un 

impacto directo en la economía nacional. 



 

 
  

En el contexto internacional, el mercado azucarero se rige por la actividad de producción de 99 países, mismo 

que se considera residual, ya que los productores colocan sus excedentes a precios inferiores al costo de 

producción, otro aspecto que genera afectación a dicha agroindustria es que en diversas naciones ha aumentado 

el consumo de edulcorantes fructasados y sustitos no calóricos, lo que afecta los precios del azúcar a la baja, ya 

que es más costoso producir azúcar que edulcorantes o sustitutos. 

Ante este panorama internacional, nuestro país tiene que abatir costos para mantener su permanencia en dicho 

mercado y competir con edulcorantes sustitutos cuyo consumo va en aumento, por lo que el reto consiste en que 

se debe incrementar en México la productividad y competitividad, manteniendo los costos, toda vez que el 

precio internacional del Azúcar se distorsiona y se inhibe a consecuencia de las políticas proteccionistas de 

países desarrollados. 

Se considera que dentro de los aspectos que se deben implementar para fortalecer la agroindustria azucarera está 

el de la definición de políticas que rijan de manera adecuada el fomento de esta industria nacional, brindándole 

protección ante los embates de la competencia internacional. 

De igual manera, se debe resolver el problema de exceso de oferta; aumentar la eficiencia y productividad, 

abatir costos y elevar la competitividad, ante dichas necesidades, resultan apremiante la actualización de la 

legislación de la materia, así como de una restructuración de las bases técnicas de dicha actividad para tener una 

operación más eficiente y moderna. 

En dicha industria las condiciones de los productores cañeros y de los ingenios son muy distintas, existiendo 

factores que inciden en la productividad y en los costos de producción que afectan a dicho sector, siendo una 

realidad que el mayor número de productores cañeros son minifundistas, en ocasiones se presenta una baja 

calidad de la materia prima, los costos de producción por tonelada y por hectárea cosechada de caña son 

elevados, así como el costo del transporte desde los campos de cultivo hasta los ingenios también es elevado, lo 

que genera pequeños márgenes de utilidad. 

Son muchos los factores que hay que detonar para promover y fomentar el desarrollo de la agroindustria 

azucarera, para tornarlo en un sector estratégico con crecimiento y desarrollo sostenido, lo que implica realizar 

cambios en modelos productivos y organizativos de producción y comercialización, en sus precios y en el 

desarrollo tecnológico y de infraestructura de los ingenios con implementación de maquinaria moderna y de alta 

eficiencia, en su suma, implementar nuevas tecnologías. 

A continuación se expresan los efectos y alcances de las reformas y adiciones que se proponen integrar a la Ley 

de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar: 

La primera propuesta consiste en modificar la denominación de la secretaría cabeza de sector toda vez que ha 

dejado de llamarse Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación y en la 

presente administración se denomina Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural. 

La segunda propuesta de reforma legislativa consiste en reformar el artículo 8 para establecer de manera 

expresa la exigencia para la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural y para el Comité Nacional para el 

Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar, la elaboración del Programa Nacional de la Agroindustria de la 

Caña de Azúcar dentro de los seis meses posteriores a la publicación del Plan Nacional de Desarrollo que 

contiene los objetivos, estrategias, indicadores y metas que regirán la actuación del Gobierno Federal durante 

cada administración. 



 

 
  

Se estima que con el establecimiento del plazo para emitir dicho programa nacional se estará evitando la 

elaboración discrecional y tardía por parte de las autoridades encargadas del mismo, como sucedió en la pasada 

administración cuyo decreto de Plan Nacional de Desarrollo se publicó el 20 de mayo de 2013 y el Programa 

Nacional de la Agroindustria de la Caña de Azúcar fue publicado hasta el 2 de mayo de 2014, casi un año 

después, toda vez que no es posible que el documento que contiene las políticas de dicha agroindustria se emita 

y empiece a implementarse con retraso. 

La tercer propuesta de reforma consiste en modificar el catálogo de atribuciones del Comité Nacional para el 

Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar contenido en el artículo 10, a efecto de incorporar una nueva 

fracción XXIX en la que se exija a dicho ente que fomente y propicie la participación y consulta de los 

abastecedores de caña con el objeto de que expresen sus opiniones, inquietudes y la defensa de sus derechos, 

siendo tomados en cuenta e incluidos en la toma de decisiones para la elaboración, actualización y ejecución del 

Programa Nacional de la Agroindustria de la Caña de Azúcar, ya que resulta necesario para que se pueda 

alcanzar el fomento, desarrollo y progreso de esta agroindustria que las inquietudes de todos sus sectores sean 

escuchadas y tomadas en cuenta, máxime que en el caso de los productores cañeros ellos son parte vital del 

sector. 

Por ello, se estima de vital trascendencia empoderar a los productores cañeros, ya que se pueden considerar el 

eslabón más vulnerable de toda la cadena productiva, situación que se logra agregando esta exigencia para el 

Comité Nacional. 

La cuarta propuesta, radica en integrar al artículo 14 dos obligaciones más para la Junta Directiva del Comité 

Nacional para el Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar, mismas que cumplirá por un lado publicitando y 

transparentando las decisiones que generen efectos positivos o negativos sobre los sujetos, actividades, 

procesos, producción, industrialización y comercialización de la caña de azúcar, o de cualquier elemento 

relacionado con la materia de la ley; y por lo que hace a la segunda obligación, remitiendo anualmente a las 

Cámaras del Congreso de la Unión, informes sobre el avance y el grado de cumplimiento de las acciones, 

objetivos y prioridades contenidos en el Programa Nacional de la Agroindustria de la Caña de Azúcar. 

Estas exigencias se basan en la necesidad de transparentar y publicitar el funcionamiento y los procesos que 

caracterizan a la agroindustria de la caña de azúcar, así como el cumplimiento de los objetivos, metas, 

estrategias y líneas de acción integrados en el Programa Nacional, lo que permite y facilita el escrutinio público 

y la rendición de cuentas. 

Por lo que hace la quinta propuesta de modificación legislativa, consiste en volver más clara la redacción del 

párrafo que integra el artículo 25, lo que facilitará el cumplimiento de la norma, toda vez que se diferencia con 

claridad que los descuentos de cañas, cañas diferidas y cañas quedadas no se pueden aplicar al mismo tiempo y 

de la misma forma que los castigos, ya que dichos términos tienen una significación y efectos distintos, por lo 

que separando dichos términos con la conjunción disyuntiva de la letra “o” se resuelve dicha problemática. 

La sexta propuesta de reforma, consiste en adicionar al artículo 26, dos obligaciones más para los Comités de 

Producción y Calidad Cañera, la primera consiste en que tendrán que fomentar y propiciar la participación y 

consulta de las opiniones, inquietudes y defensa de derechos de los abastecedores de caña, tomarlas en cuenta e 

incluirlas en la toma de decisiones de dichos comités; y la segunda obligación consiste en que deberán de 

realizar convenios con el Centro Nacional de Metrología para que valide y certifique la calibración de las 

básculas de los ingenios y realice una inspección periódica de éstas. 

Estas adiciones se basan en los reclamos formulados por los productores cañeros, ante el hecho de no ver 

representados de una manera adecuada sus intereses, inquietudes y derechos en las decisiones que toman dichos 



 

 
  

comités, pero sobre todo, ante la falta de certeza de que las básculas con las que cuentan los ingenios se 

encuentren calibradas y que reflejen el peso que podría considerarse como real y exacto del producto que les 

compran los industriales. 

Dicha exigencia sumada a la participación del Centro Nacional de Metrología, organismo descentralizado que 

lleva acabo funciones de alto nivel técnico en materia de metrología, generará certeza y tranquilidad para los 

productores cañeros y los propietarios de los ingenios en la calibración de las básculas de los ingenios, al ser 

verificadas e inspeccionadas por dicho ente que funge como parte fundamental del Sistema Nacional de 

Calibración. 

Para fines didácticos, se reproduce a continuación un cuadro comparativo de la redacción que actualmente tiene 

la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar que se propone modificar y de la propuesta legislativa 

base de la presente iniciativa. 



 

 
  



 

 
  



 

 
  

 

Por lo expuesto, sometemos a la consideración de esta honorable soberanía, el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se propone reformar diversos artículos de la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de 

Azúcar  

Artículo Único: Se reforman la fracción XVIII del artículo 3; el artículo 8; así como las fracciones XXVIII y 

XXIX del artículo 10 y se adiciona una fracción XXX; se reforman las fracciones XXII y XXIII del artículo 14 

y se le adicionan las fracciones XXIV y XXV; se reforma el artículo 25; se reforman las fracciones XV y XVI 

del artículo 26 y se le adicionan las fracciones XVII y XVIII, todos de la Ley de Desarrollo Sustentable de la 

Caña de Azúcar, para quedar como siguen: 

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entenderá por: 

I. a XVII. ...; 

XVIII. Secretaría: La Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural; 

XIX. a XXII. ... 

Artículo 8. La Secretaría, en coordinación con el Comité Nacional, deberá formular el Programa Nacional de la 

Agroindustria de la Caña de Azúcar con carácter especial dentro de los seis meses posteriores a la publicación 

del Plan Nacional de Desarrollo en el Diario Oficial de la Federación, que será presentado para su aprobación al 

titular del Ejecutivo federal, el que deberá considerar como mínimo, el balance azucarero y el balance general 

de edulcorantes, las políticas de financiamiento de inversión para el campo cañero y fábrica, las políticas 

comerciales, los estímulos fiscales y apoyos gubernamentales, la competitividad en costos y precios, el 

desarrollo y aplicación de nuevas tecnologías, los tratados comerciales celebrados con otros países y el 

comportamiento del mercado nacional e internacional, con el objeto de establecer, para el corto y el mediano 

plazos, los objetivos, metas, estrategias, líneas de acción, asignación de recursos, responsabilidades, 

instrumentos de evaluación, y mecanismos de colaboración y coordinación interinstitucional con los gobiernos 

federal, estatales, del Distrito Federal y municipales, para propiciar el ordenamiento, fortalecimiento y 

transparencia en las actividades de la agroindustria de la caña de azúcar. 

Artículo 10. El Comité Nacional, para el cumplimiento de su objeto, tendrá las siguientes atribuciones: 

I. a XXVII. ... 



 

 
  

XXVIII. Invitar a los centros de investigación, instituciones de educación superior y organismos no 

gubernamentales relacionados con la actividad de la agroindustria de la caña de azúcar para escuchar su opinión 

de acuerdo con la naturaleza de los asuntos a tratar y para incorporarlos al Centro de Investigación Científica y 

Tecnológica de la Caña de Azúcar; 

XXIX. Fomentar y propiciar la participación y consulta de los abastecedores de caña con el objeto de que 

expresen sus opiniones, inquietudes y la defensa de sus derechos, debiendo ser tomados en cuenta e incluidos en 

la toma de decisiones del Comité Nacional y en la elaboración, actualización y ejecución del Programa 

Nacional de la Agroindustria de la Caña de Azúcar, y  

XXX. Las demás que se señalen en esta ley.  

Artículo 14. La Junta Directiva tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 

I. a XXI. ... 

XXII. Nombrar y remover a propuesta de su presidente, al secretario del órgano de gobierno, quien podrá ser 

miembro o no de la junta directiva, así como designar o remover a propuesta del director general al 

prosecretario del órgano de gobierno, quien deberá ser servidor público del Comité Nacional; 

XXIII. Publicitar y transparentar la toma de decisiones que generen efectos positivos o negativos sobre los 

sujetos, actividades, procesos, producción, industrialización y comercialización de la caña de azúcar, sus 

coproductos, subproductos, derivados, y en general de cualquier elemento relacionado con la materia de la 

presente ley;  

XXIV. Remitir anualmente a las Cámaras del Congreso de la Unión, informe sobre el avance y grado de 

cumplimiento de las acciones, objetivos y prioridades determinados en el Programa Nacional de la 

Agroindustria de la Caña de Azúcar, y  

XXV. Las demás que le otorguen la presente Ley y las disposiciones jurídico-administrativas aplicables.  

Artículo 25. Los acuerdos de los comités se tomarán por mayoría de votos, excepto los que se refieran a la 

determinación de fechas de inicio y terminación de zafra, corte de rendimiento de los kilogramos de azúcar 

recuperable base estándar, descuentos o castigos de cañas, cañas diferidas y cañas quedadas, así como 

distribución de gastos prorrateables a la masa común de caña liquidable, que deberán adoptarse por unanimidad. 

Artículo 26. Los Comités son los órganos encargados de vigilar el cumplimiento de esta Ley, y de las reglas y 

definiciones que acuerde el Comité Nacional y tendrán las siguientes facultades y obligaciones: 

I. a XIV. ... 

XV. Informar a los abastecedores de caña en forma pública, clara y puntual, por conducto del representante 

respectivo, los gastos efectuados en el ejercicio de sus funciones, especificando montos, conceptos y 

distribución de los mismos; 

XVI. Fomentar y propiciar la participación y consulta de los abastecedores de caña con el objeto de que 

expresen sus opiniones, inquietudes y la defensa de sus derechos, debiendo ser tomados en cuenta e incluidos en 

la toma de decisiones de dicho comité;  



 

 
  

XVII. Realizar convenios con el Centro Nacional de Metrología para que valide y certifique la calibración de 

las básculas de los ingenios y realice una inspección periódica de las mismas, y  

XVIII. Las demás que les confiera la presente ley. 

Artículo Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a los doce días del mes de marzo del año dos mil 

diecinueve. 

Diputado Irineo Molina Espinoza (rúbrica) 

 

 


